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aplicación preferente de los derechos civiles, forales 
o especiales, allí donde existan, y de su conserva-
ción, modificación y desarrollo por las Comunidades 
Autónomas respectivas.

Se exceptúa de lo anterior el artículo 30, que se 
dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 
149.1.7.ª, la disposición adicional segunda, que se 
dicta al amparo del artículo 149.1.18, la disposición 
adicional tercera y cuarta que se dicta al amparo del 
artículo 149.1.13 y el capítulo X y la disposición tran-
sitoria segunda, que se dictan al amparo del artícu-
lo 149.1.6.ª, todos ellos de la Constitución.»

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor a los treinta días de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta ley.
Madrid, 30 de noviembre de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

 19785 LEY 27/2005, de 30 de noviembre, de fomento 
de la educación y la cultura de la paz.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El siglo XX ha sido un siglo de profundas contradic-
ciones. Ha sido un siglo en el que se han producido avan-
ces inimaginables en multitud de ámbitos de la vida. 
Desde los avances tecnológicos que nos podrían hacer 
superar muchas enfermedades, reducir la pobreza y elimi-
nar el hambre, hasta los cambios de cultura política que 
han permitido sustituir formas autoritarias de gobierno 
por otras formas democráticas.

No obstante, y pese a estos avances, hemos visto 
cómo el siglo XX se ha convertido en uno de los siglos 
más sangrientos de la Historia. Dos grandes guerras, la 
Guerra Fría, estallidos genocidas en países como Bosnia, 
Rwanda o Kosovo, o grandes crisis económicas que han 
favorecido el aumento de diferencias entre los que más 
tienen y los que no tienen nada, son claros indicadores de 
las grandes contradicciones del siglo que acabamos de 
dejar atrás.

Se trata, en definitiva, de un siglo en el que ha preva-
lecido de forma notable una cultura de la violencia que se 
caracteriza por poner de manifiesto siete inseguridades 
graves que, muy a menudo, generan frustraciones, y, con-
secuentemente, violencia a escalas muy diferentes. Estas 
siete inseguridades fueron puestas de manifiesto por el 
Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 
en 1998 y son de tipo económico y financiero, de las ren-
tas, cultural, sanitario, personal, ambiental, y político y 
comunitario. Tales inseguridades se encuentran en la 
base de las numerosas injusticias y desigualdades que 

imperan tanto a escala local, como regional, como, 
incluso, mundial.

En el marco de la Década Internacional para la Cultura 
de Paz (2001-2010) proclamada por las Naciones Unidas, 
esta ley, reconociendo el papel absolutamente decisivo 
que juega la educación como motor de evolución de una 
sociedad, pretende ser un punto de partida para sustituir 
la cultura de la violencia que ha definido el siglo XX por 
una cultura de paz que tiene que caracterizar al nuevo 
siglo.

La cultura de paz la forman todos los valores, compor-
tamientos, actitudes, prácticas, sentimientos, creencias, 
que acaban conformando la paz.

Esta cultura de paz se tiene que implantar a través de 
potenciar la educación para la paz, la no-violencia y los 
derechos humanos, a través de la promoción de la inves-
tigación para la paz, a través de la eliminación de la into-
lerancia, a través de la promoción del diálogo y de la no-
violencia como práctica a generalizar en la gestión y 
transformación de los conflictos.

Esta ley –amparándose en el punto a.2 del Programa 
de Acción sobre una Cultura de la Paz, aprobada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en 1999– esta-
blece una serie de medidas destinadas al ámbito educa-
tivo y de la investigación, con el objeto de establecer la 
cultura de paz y no-violencia en nuestra sociedad.

Artículo 1.

1. España resolverá sus controversias internaciona-
les de conformidad con la Carta de Naciones Unidas y los 
demás instrumentos internacionales-de los que es parte, 
colaborando en el fortalecimiento de la Paz y la Seguridad 
Internacional, la Cooperación y los Derechos Humanos.

2. El Gobierno promoverá la paz a través de iniciati-
vas de solidaridad, culturales y de investigación, de edu-
cación, de cooperación y de información.

3. Para tales fines el Gobierno, establecerá mecanis-
mos de colaboración con las Comunidades Autónomas, 
las Entidades Locales, así como con otros entes y organis-
mos del propio Estado. Asimismo, y con el mismo obje-
tivo, establecerá convenios de colaboración con los orga-
nismos internacionales, y las entidades y ONGs más 
significativas en el ámbito de la paz.

Artículo 2.

Corresponde al Gobierno, para la realización de los 
fines mencionados en materia de cultura de paz:

1. Promover que en todos los niveles del sistema 
educativo las asignaturas se impartan de acuerdo con los 
valores propios de una cultura de paz, y la creación de 
asignaturas especializadas en cuestiones relativas a la 
educación para la paz y los valores democráticos.

2. Impulsar, desde la óptica de la paz, la incorpora-
ción de los valores de no violencia, tolerancia, democra-
cia, solidaridad y justicia en los contenidos de los libros 
de texto, materiales didácticos y educativos, y los progra-
mas audiovisuales destinados al alumnado.

3. Promover la inclusión como contenido curricular 
de los programas de educación iniciativas de educación 
para la paz a escala local y nacional.

4. Combinar la enseñanza dentro del sistema educa-
tivo con la promoción de la educación para la paz para 
todos y durante toda la vida, mediante la formación de 
adultos en los valores mencionados.

5. Colaborar con la Organización de Naciones Uni-
das, en la promoción de Institutos Universitarios Especia-
lizados.

6. Promover un incremento del conocimiento 
público y de la enseñanza del Derecho Internacional 
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humanitario y de la legislación sobre Derechos Huma-
nos.

7. Promover la formación especializada de hombres y 
mujeres en técnicas de resolución de conflictos, negocia-
ción y mediación.

8. Promover las tareas de construcción de la paz en 
áreas de conflicto con la participación de personal especia-
lizado.

9. El Gobierno creará los mecanismos de consulta 
periódica con la sociedad civil y la vinculada y asociada 
con los movimientos de la Paz para el adecuado cumpli-
miento de las disposiciones contenidas en la presente 
Ley.

 Artículo 3.

El Gobierno otorgará ayudas para la realización de 
estudios e investigaciones en materia de paz, y promoverá 
el reconocimiento de las iniciativas sociales y de los 
medios de comunicación a favor de la paz.

Artículo 4.

El Gobierno deberá:
1. Promover las acciones y actuaciones necesa-

rias para desarrollar los contenidos de las Convencio-
nes internacionales sobre la eliminación de toda forma 
de discriminación racial, discriminación contra la 
mujer y discriminación derivada de la orientación 
sexual.

2. Promover acciones necesarias para contribuir a la 
desmovilización y reintegración en la sociedad de menores 
implicados en conflictos.

Disposición adicional primera.

El Gobierno informará a las Cortes Generales de las 
actuaciones realizadas en materia de cultura de paz, así 
como de los recursos destinados a las mismas.

Disposición adicional segunda.

En el marco de la proclamación por la Asamblea Gene-
ral de la Naciones Unidas de la década 2001-2010 «Decenio 
Internacional de la promoción de una cultura de no violen-
cia y de paz en beneficio de los niños del mundo», el 
Gobierno buscará el desarrollo de iniciativas concretas en 
materia de cultura de paz en plena coordinación con las 
organizaciones de Naciones Unidas para la para la Educa-
ción, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), y para la infancia 
(UNICEF).

Disposición transitoria única.

El Estado español formalizará –en el plazo más 
breve posible– la adhesión a la Agenda de La Haya para 
la Paz y la Justicia en el Siglo XXI, y se compromete a 
desarrollar los programas y propuestas que en ella se 
contienen.

Disposición final única.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta ley.
Madrid, 30 de noviembre de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

CORTES GENERALES
 19786 RESOLUCIÓN de 24 de noviembre de 2005, del 

Congreso de los Diputados, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de convali-
dación del Real Decreto-ley 13/2005, de 28 de 
octubre, por el que se modifica la Ley 4/1986, 
de 8 de enero, de cesión de bienes del patrimo-
nio sindical acumulado.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86.2 de 
la Constitución, el Congreso de los Diputados, en su 
sesión del día de hoy, acordó convalidar el Real Decreto-
ley 13/2005, de 28 de octubre, por el que se modifica la 
Ley 4/1986, de 8 de enero, de cesión de bienes del patri-
monio sindical acumulado, publicado en el «Boletín Ofi-
cial del Estado» número 263, de 3 de noviembre de 2005.

Se ordena la publicación para general conocimiento.

Palacio del Congreso de los Diputados, 24 de 
noviembre de 2005.–El Presidente del Congreso de los 
Diputados,

MARÍN GONZÁLEZ 

MINISTERIO 
DE ASUNTOS EXTERIORES 

Y DE COOPERACIÓN
 19787 APLICACIÓN provisional del Convenio comple-

mentario al Convenio de Seguridad Social 
entre el Reino de España y la República Orien-
tal del Uruguay de 1 de diciembre de 1997, 
hecho en Segovia el 8 de septiembre de 2005.

CONVENIO COMPLEMENTARIO AL CONVENIO DE SEGU-
RIDAD SOCIAL ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y EL REINO DE ESPAÑA DE 1 DE DICIEMBRE 

DE 1997
El Convenio de Seguridad Social entre el Reino de 

España y la República Oriental del Uruguay de fecha 1 de 
diciembre de 1997, establece en su artículo 19, apartado a) 
que, en el caso de coincidir un período de seguro obliga-
torio con un período de seguro voluntario, solo se tomará 
en consideración el primero.

Esta disposición que tiene sentido a efectos del reco-
nocimiento del derecho, impide, en la práctica, que los 
periodos de seguro voluntarios, en el caso de que la legis-
lación interna permita su coincidencia con períodos de 
seguro obligatorio en otro país, puedan tomarse en consi-
deración para aumentar la cuantía de la prestación.

La filosofía que actualmente impera considera preferi-
ble un exceso de protección a un déficit de la misma, tra-
tando de potenciar e impulsar para ello el aseguramiento 
voluntario, con el objeto final de facilitar la circulación de 
los trabajadores de los diversos países.

Para cumplir este objetivo, se hace necesario comple-
mentar la disposición antes citada y para ello ambas Par-
tes Contratantes, por el Reino de España, el Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, y por la República Oriental del 


